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Una vez analizada la cuestión por la Dirección General de Profesionales del SAS, se nos expuso que 
este aspecto había sido tratado en diversas reuniones de la Mesa Sectorial de Sanidad, sobre el que 
no hubo acuerdo al respecto, correspondiendo a la Administración sanitaria dictar las Instrucciones 
correspondientes en el marco de la legislación estatal (Ley 2/2012, de 29 de junio), sin que desde esta 
Institución se pudiera tampoco ir más allá que apelar a la responsabilidad y buena fe de las partes, como 
contrapartida al derecho de los pacientes y usuarios de los servicios sanitarios de recibir una asistencia 
en parámetros de continuidad y seguridad. 

Desde nuestra perspectiva, hemos de manifestar que el relevo de enfermería es el momento fundamental 
de intercambio de información clínica de los pacientes entre los profesionales de Enfermería de las 
unidades asistenciales, aspecto crucial e imprescindible para garantizar debidamente la continuidad 
asistencial, un tiempo que dicho personal está prolongando su jornada laboral para poder garantizar 
la continuidad asistencial, y por tanto, la seguridad del paciente durante los relevos de turnos, y en este 
sentido dicho periodo de tiempo debe contemplarse como jornada realizada, en los términos que en el 
seno de la Mesa sectorial se acuerde.

En este sentido nos dirigimos a la titular de la Dirección General de Profesionales del SAS instándole a que 
se renovasen los esfuerzos negociadores, para que el tiempo empleado por este colectivo profesional en 
los relevos fuese objeto de cómputo, en los términos que en el seno de dicha negociación se acordase, 
y con pleno respeto al marco legal de referencia.

01.V.2.3.2
Medidas de conciliación de la vida personal, familiar y laboral 
de funcionarios docentes en destinos provisionales

Con objeto de conocer las posibles medidas que por parte de la Consejería de Educación, Cultura y 
Deporte  pudieran adoptarse en orden a favorecer la conciliación de la vida personal, familiar y laboral 
de los funcionarios docentes no universitarios, en  destinos provisionales, promovimos la actuación de 
oficio queja 14/3399, ante la Secretaría General de Educación.

En el ámbito de dicha función pública, quienes ingresan en los cuerpos docentes lo hacen a través de 
un sistema de selección que no desemboca con la adjudicación de una plaza con carácter definitivo, a 
diferencia de otros sectores de la Administración Pública, lo que en la práctica es causa y consecuencia 
de un significativo número de funcionarios de carrera cuyos primeros años de servicio lo es destinos 
provisionales, con las consiguientes incertidumbres de todo orden que esta situación administrativa 
conlleva, especialmente cuando ésta perdura en el tiempo en sucesivos cursos escolares y cambios de 
destinos igualmente con carácter provisional.

Con posterioridad a su ingreso en el Cuerpo, estos funcionarios de carrera con destino “provisional”, van 
obteniendo progresivamente plaza definitiva, tras sucesivas convocatorias de concursos de traslados de 
periodicidad anual, en los que se encuentran obligados a participar, con carácter irrenunciable, hasta 
obtener destino definitivo.

Dichos concursos, convocados en todo el territorio nacional al amparo del Real Decreto 1364/2010, de 
29 de octubre, disponen en sus bases para los funcionarios de carrera que no han obtenido su primer 
destino definitivo en Andalucía, la obligación de consignar las ocho provincias andaluzas, con el objeto de 
adjudicar plaza con carácter forzoso, ya que caso de no cumplimentar (todas las provincias) se incluirán 
de oficio por orden de códigos, provocando la adjudicación de un destino no deseado a la par que 
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impidiendo su obtención por parte de otro concursante posterior en la lista interesado en el puesto. Lo 
que en la práctica se traduce en la obtención de destinos provisionales en provincias y localidades que 
distorsionan o impiden la conciliación.

Por otra parte, el Parlamento Andaluz asumió -en 2010- el compromiso político con la Educación andaluza 
que se materializó en la aprobación del Paquete de Medidas para la Convergencia Educativa de Andalucía 
(BOPA de 9 de marzo), del que invocamos la medida número 27, primera medida del capítulo dedicado al 
profesorado, adquiriendo el compromiso de «Prestar una atención prioritaria a la mejora de las condiciones 
en que el profesorado realiza su trabajo y al estímulo de una creciente consideración y reconocimiento 
social de la función docente».

El derecho a la conciliación de la vida laboral y familiar alcanza su mayor rigor y más sólido asiento en el 
deber de protección de la familia y de los menores, derecho y obligación que encuentra su acomodo en 
nuestro Estatuto de Autonomía, en cuanto la conciliación de la vida laboral y familiar, se erige en principio 
rector de las políticas públicas.

En su respuesta, la Secretaría General de Educación nos trasladaba informe de la Dirección General de 
Gestión de Recursos Humanos en el que se concretaba, entre otros, que en la última Mesa Sectorial 
celebrada, se aceptó establecer un calendario de negociaciones con las Organizaciones Sindicales para 
la determinación de un nuevo marco normativo en materia de adjudicación de destinos provisionales 
que modifique el actual, por lo que entendemos que el asunto que motivó nuestra actuación de oficio, 
se encuentra en vías de solución, dando con ello por finalizadas nuestras actuaciones.

01.V.2.4 
Representación y participación

Aunque de ordinario suelen ser los empleados públicos, a título individual o de un colectivo, los que 
acuden a esta Institución en demanda de amparo de sus derechos profesionales frente a la Administración 
empleadora que presuntamente lo lesiona, no resulta excepcional lo casos en que quienes acuden con 
similar pretensión son las representaciones sindicales en las distintas Mesas Sectoriales de Negociación 
o las propias Juntas de Personal, en defensa de sus derechos y de sus representados, como es el caso 
que aquí traemos a colación.

Así, en los expedientes de queja 13/3092 y queja 13/4729, promovidos por las Juntas de Personal de 
los Servicios Centrales y Periféricos de la Administración de la Junta de Andalucía, respectivamente, se 
nos trasladaba su petición de reconocimiento de asistencia jurídica gratuita, planteando la situación de 
falta de asignación de medios adecuados y suficientes para el ejercicio de las funciones que le asigna el 
Estatuto Básico del Empleado Público, la Ley Orgánica de Libertad Sindical  de 1985 y la Ley de Órganos 
de Representación de 1987, Determinación de las condiciones de trabajo y Participación del personal al 
servicio de las Administraciones Públicas.

En su planteamiento se describía la actual situación de precariedad en que se encuentra esta Junta de 
Personal, al no disponer de medios para desempeñar sus funciones de defensa de los derechos de los 
empleados públicos, motivo por el cual acordó solicitar el derecho a la Asistencia Jurídica Gratuita para 
que dicha Junta de Personal, como interesada, pudiera iniciar los procedimientos administrativos y ejercitar 
las acciones en vía administrativa o judicial en todo lo relativo al ámbito de sus funciones.

Frente al planteamiento relativo a la asistencia jurídica gratuita a favor de dicha Junta de Personal, la 
Secretaría General para la Administración Pública informaba y concluía que tal institución representativa 
no entra dentro del ámbito personal de aplicación de dicha asistencia jurídica, y que como tal órgano 
colegiado no puede ser beneficiario del mismo.
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